
1 

 

     

Tribunal de Transparencia y Acceso a la 
Información Pública  

   
PRIMERA SALA 

 
Resolución N° 010304732020 

 
Expediente : 00369-2001-JUS/TTAIP 
Recurrente : CANVAR CONSTRUCTORA E INMOBILIARIA E.I.R.L. 
Entidad           : MINISTERIO DE CULTURA 
 
Miraflores, 21 de julio de 2020 
 

VOTO SINGULAR DE LA VOCAL 
VANESSA ERIKA LUYO CRUZADO 

 
En el caso de autos, habiéndose emitido votos discordantes de los Vocales Titulares de 
la Primera Sala del Tribunal María Rosa Mena Mena y Pedro Ángel Chilet Paz; estando 
a lo dispuesto por el artículo 16 del Reglamento del Decreto Legislativo N° 13531 y en 
virtud a la designación formulada mediante Resolución N° 031200212020; en el marco 
de las funciones asignadas en el numeral 3 del artículo 10–D del citado Reglamento2, 
considero que el recurso de apelación interpuesto por CANVAR CONSTRUCTORA E 
INMOBILIARIA E.I.R.L., representada por Jervy César Barrios Jáuregui, contra la 
denegatoria por silencio administrativo negativo de la solicitud de acceso a la 
información pública presentada al MINISTERIO DE CULTURA el 26 de abril de 2019 
con Expediente N° 2019-0023787, debe declararse fundado por las siguientes razones. 
 
CONSIDERANDO:  
 
I. ANTECEDENTES  

 
Con fecha 26 de abril de 2019, en ejercicio del derecho de acceso a la información 
pública, la recurrente solicitó a la entidad copias de tres (3) ítems de información: 1) 
documento que nombra al Órgano Técnico Colegiado (OTC), 2) libro de actas de la 
OTC, y, 3) acuerdo tomado para el inicio del procedimiento administrativo 
sancionador en su contra.  
 
Con fecha 12 de junio de 2019, la recurrente presentó el recurso de apelación contra 
la denegatoria por silencio administrativo negativo de la referida solicitud. 

                                                 
1
     Aprobado por Decreto Supremo N° 019-2017-JUS. 

2  “Artículo 10-D.- Funciones de los Vocales 
El vocal tiene las siguientes funciones: 
[…] 
3) Participar y votar en las sesiones de la Sala que integra; así como, expresar las razones de su voto singular o 
discrepante”. 
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Mediante el Oficio N° D000132-2019-SG/MC de fecha 28 de junio de 2019 la entidad 
presentó su descargo3, el cual está contenido en el Informe N° 000040-2019-
DCS/MC de fecha 25 de junio de 2019 y el Informe N° 01-2019-APU/DGDP/MC de 
la misma fecha. 
 
A través del Informe N° 000040-2019-DCS/MC la Dirección de Control y Supervisión 
de la entidad indicó que la Oficina de Atención al Ciudadano y Gestión Documentaria 
por error le derivó la solicitud de acceso a la información pública bajo análisis, por lo 
cual mediante Proveído N° D000150-2019-DCS/MC se derivó la solicitud a la 
Dirección General de Defensa del Patrimonio Cultural para su atención. En el citado 
proveído, que obra en autos, se indicó que la solicitud está referida a la Resolución 
N° 015-2019-DGDP-VMPCIC/MC de fecha 11 de febrero de 2019, que impuso 
sanción en contra de la recurrente. 
 
Asimismo, en el escrito de descargo se adjuntó el Informe N° 01-2019-
APU/DGDP/MC a través del cual la Dirección General de Defensa del Patrimonio 
Cultural de la entidad alegó que no fue posible la atención del requerimiento de 
información dentro del plazo legal, debido a su carga procedimental; sin embargo, 
mediante la Carta N° D0000043-2019-DGDP//MC se brindó respuesta a la 
recurrente, comunicándole que “(…) la Dirección Desconcentrada de Cultura Junín 
no contaba con órgano Técnico Colegiado – OTC, motivo por el que esta Dirección 
General [de Defensa del Patrimonio Cultural] no puede emitir copia de documento 
que nombre al órgano Técnico Colegiado – OTC y Libro de Actas, dado que a la 
fecha dicho órgano no existe”. 
 

II. ANÁLISIS 
 
El numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del Perú establece que toda 
persona tiene derecho a solicitar sin expresión de causa la información que requiera 
y a recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que suponga 
el pedido, con excepción de aquellas informaciones que afectan la intimidad personal 
y las que expresamente se excluyan por ley o por razones de seguridad nacional. 
 
En este marco, el artículo 3 del Texto Único Ordenado de la Ley N° 27806, Ley de 
Transparencia y Acceso a la Información Pública, aprobado por el Decreto Supremo 
N° 021-2019-JUS4, establece que toda información que posea el Estado se presume 
pública, salvo las excepciones de ley, teniendo las entidades la obligación de entregar 
la información que demanden las personas en aplicación del principio de publicidad. 
 
A su vez, el artículo 10 de la Ley de Transparencia dispone que las entidades de la 
Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se 
refiere a la contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte 
magnético o digital, o en cualquier otro formato, siempre que haya sido creada u 
obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control. 
 
Por su parte, el tercer párrafo del artículo 13 de la citada ley prescribe que la solicitud 
de información no implica la obligación de las entidades de la Administración Pública 
de crear o producir información con la que no cuente o no tenga obligación de contar 
al momento de efectuarse el pedido. 
 

                                                 
3     Requerido mediante la Resolución N° 010103082019, notificada el 24 de junio de 2019. 
4  En adelante, Ley de Transparencia. 
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Finalmente, los artículos 15, 16 y 17 del mismo cuerpo normativo establecen las 
excepciones al ejercicio del derecho de acceso a la información, calificando la 
información como secreta, reservada y confidencial, respectivamente, además se 
precisa en el artículo 18 de la referida ley, que los artículos que establecen las 
excepciones deben ser interpretados de manera restrictiva, por tratarse de una 
limitación a un derecho fundamental. 
 
2.1 Materia en discusión 

 
De autos se aprecia que la controversia radica en determinar si la información 
solicitada por la recurrente está en posesión de la entidad y corresponde su 
entrega. 
 

2.2 Evaluación de la materia en discusión 
 
La suscrita considera pertinente analizar la pretensión de la impugnante relativa 
al ítem 3) de la solicitud de acceso a la información pública, presentada el 26 de 
abril de 2019, referida al acuerdo tomado para el inicio del procedimiento 
administrativo sancionador en su contra. 
 
a) Sobre la consideración del requerimiento de la recurrente como una 

solicitud de acceso a la información pública 
Al respecto, el cuarto párrafo del artículo 2 del Reglamento de la Ley de 
Transparencia5, aprobado por el Decreto Supremo N° 072-2003-PCM, señala 
que “[e]l derecho de las partes de acceder a la información contenida en 
expedientes administrativos se ejerce de acuerdo a lo establecido en el 
Artículo 160 de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General, sin perjuicio de la vía procesal que el solicitante de la información 
decida utilizar para su exigencia en sede jurisdiccional”. 

 
Cabe precisar que el artículo 160 de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento 
Administrativo General, está actualmente recogido en el artículo 171 del Texto 
Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 
General, aprobado por Decreto Supremo N° 004-2019-JUS6, cuyo inciso 
171.1 señala que “[l]os administrados, sus representantes o su abogado, 
tienen derecho de acceso al expediente en cualquier momento de su trámite, 
así como a sus documentos, antecedentes, estudios, informes y dictámenes, 
obtener certificaciones de su estado y recabar copias de las piezas que 
contiene, previo pago del costo de las mismas (…)”, constituyéndose en una 
herramienta esencial para el ejercicio de derecho de defensa. 
 
En efecto, dentro de las garantías que debe cumplir todo procedimiento en el 
que se determinen derechos y obligaciones de una persona se encuentra el 
derecho de defensa, tal como lo dispone el numeral 1.2 del artículo IV del 
Título Preliminar de la Ley N° 27444: “[l]os administrados gozan de los 
derechos y garantías implícitos al debido procedimiento administrativo. Tales 
derechos y garantías comprenden, de modo enunciativo mas no limitativo, 
(…) a refutar los cargos imputados, a exponer argumentos y a presentar 
alegados complementarios; a ofrecer y a producir pruebas; a solicitar el uso 
de la palabra (…)” (subrayado añadido). 
 

                                                 
5  En adelante, Reglamento de la Ley de Transparencia. 
6  En adelante, Ley N° 27444. 
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Sin embargo, el derecho de las partes de acceder a los expedientes en que 
participen no excluye o niega el procedimiento de la Ley de Transparencia, 
conforme al inciso 171.2 del mencionado artículo 171 de la Ley N° 27444, al 
señalar: “El pedido de acceso al expediente puede hacerse verbalmente, sin 
necesidad de solicitarlo mediante el procedimiento de transparencia y acceso 
a la información pública” (subrayado añadido), extremo que permite su 
ejercicio facultativo sin ningún impedimento basado en la calidad o no de parte 
en un procedimiento administrativo. 
 
Asimismo, es pertinente indicar que el derecho de acceso a la información 
pública protege las facultades de solicitar y recibir información bajo tenencia 
de las entidades públicas, de manera completa, clara y oportuna, sin realizar 
excepciones por la identidad del solicitante. 
 
En efecto, siguiendo el numeral 5 del artículo 2 de la Constitución Política del 
Perú, debe contarse con una noción amplia del concepto de información 
pública, en tanto dicho dispositivo constitucional señala que el derecho de 
acceso a la información tutela la facultad de toda persona de obtener “(…) la 
información que requiera (…)” de parte de cualquier entidad pública, 
apreciándose que se reconoce la libertad a toda persona de decidir qué 
información requiere de una entidad de la Administración Pública. 
 
Además, las leyes de desarrollo constitucional del derecho de acceso a la 
información pública también contemplan un concepto amplio de la información 
objeto de acceso, contándose que el numeral 1 del artículo 37 y el artículo 10 
de la Ley de Transparencia8, como el numeral 1 del artículo 61 del Código 
Procesal Constitucional9, aprobado por la Ley N° 28237, disponen que toda 
información bajo tenencia del Estado es de acceso ciudadano. 
 
Adicionalmente, el artículo 13 de la Ley de Transparencia regula 
expresamente que la entidad de la Administración Pública no puede negar el 
acceso a la información basando su decisión en la identidad del solicitante. 
 
Teniendo en cuenta ello, corresponde que toda institución pública tramite y 
resuelva la solicitud que una persona haya presentado en el marco de la Ley 
de Transparencia para acceder a información en poder del Estado, aun 
cuando dicha información forme parte de un expediente administrativo del 
cual el solicitante sea parte; puesto que, en virtud del criterio de la posesión o 
tenencia, dicha información califica como información pública, la cual, de 
acuerdo al caso concreto y al régimen de excepciones, podrá ser entregada 
o no. 
 

                                                 
7  “Artículo 3. - Principio de publicidad 

(…) 1. Toda información que posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones expresamente previstas 
por el artículo 15 de la presente Ley” (subrayado nuestro). 

8  “Artículo 10. - Información de acceso público 
Las entidades de la Administración Pública tienen la obligación de proveer la información requerida si se refiere a la 
contenida en documentos escritos, fotografías, grabaciones, soporte magnético o digital, o en cualquier otro formato, 
siempre que haya sido creada u obtenida por ella o que se encuentre en su posesión o bajo su control” (subrayado 
nuestro). 

9  “Artículo 61. - Derechos protegidos 
El hábeas data procede en defensa de los derechos constitucionales reconocidos por los incisos 5) y 6) del artículo 
2° de la Constitución. En consecuencia, toda persona puede acudir a dicho proceso para:  
1) Acceder a información que obre en poder de cualquier entidad pública, ya se trate de la que generen, produzcan, 
procesen o posean, incluida la que obra en expedientes terminados o en trámite, estudios, dictámenes, opiniones, 
datos estadísticos, informes técnicos y cualquier otro documento que la administración pública tenga en su poder, 
cualquiera que sea la forma de expresión, ya sea gráfica, sonora, visual, electromagnética o que obre en cualquier 
otro tipo de soporte material” (subrayado nuestro). 
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Cabe señalar que debe reconocerse la libertad a la persona de elegir el 
procedimiento que considere más adecuado para satisfacer sus necesidades 
o intereses, correspondiendo que, en caso se presentase una solicitud para 
acceder a información relativa a un expediente del cual es parte en el marco 
de la Ley de Transparencia, esta se tramite como una solicitud de acceso a 
la información pública. 
 
Por los motivos expuestos, considero que corresponde resolver el presente 
recurso de apelación en el marco de la Ley de Transparencia. 

 
b)  Sobre la información requerida 

 
Sobre el particular, toda documentación que obra en el archivo o dominio 
estatal es de carácter público para conocimiento de la ciudadanía por ser de 
interés general, conforme lo ha subrayado el Tribunal Constitucional en el 
Fundamento 5 de la sentencia recaída en el Expediente N° 4865-2013-
PHD/TC indicando: 

“La protección del derecho fundamental de acceso a la información pública no 
solo es de interés para el titular del derecho, sino también para el propio 
Estado y para la colectividad en general. Por ello, los pedidos de información 
pública no deben entenderse vinculados únicamente al interés de cada 
persona requirente, sino valorados además como manifestación del principio 
de transparencia en la actividad pública. Este principio de transparencia es, 
de modo enunciativo, garantía de no arbitrariedad, de actuación lícita y 
eficiente por parte del Estado, y sirve como mecanismo idóneo de control en 
manos de los ciudadanos”  

 
Al respecto, el artículo 3 de la Ley de Transparencia, que consagra 
expresamente el Principio de Publicidad, establece que “Toda información 
que posea el Estado se presume pública, salvo las excepciones 
expresamente previstas por (…) la presente Ley”. Es decir, establece como 
regla general la publicidad de la información en poder de las entidades 
públicas, mientras que el secreto es la excepción. 

En esa línea, el Tribunal Constitucional en el Fundamento 8 de la sentencia 
recaída en el Expediente N° 02814-2008-PHD/TC, ha señalado respecto del 
mencionado Principio de Publicidad lo siguiente: 

 
“(…) Esta responsabilidad de los funcionarios viene aparejada entonces con 
el principio de publicidad, en virtud del cual toda la información producida por 
el Estado es, prima facie, pública. Tal principio a su vez implica o exige 
necesariamente la posibilidad de acceder efectivamente a la documentación 
del Estado”. 

 
Dentro de ese contexto, el tercer párrafo del artículo 13 de la Ley de 
Transparencia establece que la solicitud de información no implica la 
obligación de las entidades de la Administración Pública de crear o producir 
información con la que no cuenten o no tengan obligación de contar al 
momento de efectuarse el pedido, en tal sentido, efectuando una 
interpretación contrario sensu, es perfectamente válido inferir que la 
Administración Pública tiene el deber de entregar la información con la que 
cuenta o aquella que se encuentra obligada a contar. 
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Respeto al extremo referido al ítem 3 de la solicitud de acceso a la información 
pública, a través del Informe N° 01-2019-APU/DGDP/MC, la entidad alegó 
que no fue posible la atención del requerimiento de información dentro del 
plazo legal, debido a la carga procedimental de la Dirección General de 
Defensa del Patrimonio Cultural; sin embargo, señala que mediante la Carta 
N° D0000043-2019-DGDP//MC se brindó respuesta a la recurrente, 
comunicándole que: 
 
 “(…) la Sub Dirección de Patrimonio Cultural, Industrias Culturales e 

Inmateriales de la Dirección Desconcentrada de Junín, emitió la Resolución 

Sub Directoral N° 000003-2018-SDPCIC-DDC-JUN/MC de inicio de 

Procedimiento Administrativo Sancionador por estar dentro de su 

competencia en la Etapa Instructiva, y que fue remitido al órgano 

sancionador. 
Consiguientemente, esta Dirección general no puede emitir copia del 

Acuerdo tomado, para el inicio del Procedimiento Administrativo Sancionador 

contra la empresa Canvar Constructora e Inmobiliaria E.I.R.L., ya que al no 

contar con órgano Técnico Colegiado, la Sub Dirección no requiere de 

“acuerdo” para el inicio del procedimiento administrativo sancionador” 
(subrayado añadido). 
 
En tal sentido, si bien es cierto que el artículo 67 del Reglamento de 
Sanciones Administrativas por Infracciones en contra del Patrimonio Cultural 
de la Nación, aprobado por la Resolución Ministerial N° 000005-2016-DCS-
DGDP-VMPCIC/MC, establece que el Órgano Técnico Colegiado (OTC) 
deberá contar con un Libro de Actas en el que constarán todos los Acuerdos 
adoptados por dicho órgano; conforme se advierte claramente del ítem 3 de 
la solicitud de acceso a la información pública presentada, esta no se 
restringe necesariamente a pedir el acuerdo que conste en dicho libro de 
Actas, pues si el OTC no se ha constituido, resulta lógico que tampoco haya 
emitido Acuerdo alguno vinculado a las funciones de su competencia.  
 
Al respecto, es preciso enfatizar que el Tribunal Constitucional en el 
Fundamento 16 de la sentencia recaída en el Expediente N° 04912-2008-
HD/TC, ha precisado que los pedidos de información deben ser interpretados 
aplicando el principio pro homine, esto es de forma tal que favorezca el 
ejercicio del derecho: “(…) impone que en lugar de asumirse una 

interpretación restrictiva e impedirse u obstaculizarse el ejercicio del derecho 

al acceso a la información, se opte por aquella interpretación que posibilite o 

favorezca el ejercicio de tal derecho”. 
 

En dicha línea, el Tribunal Constitucional en la sentencia recaída en el 
Expediente N° 04885-2007-HD/TC manifestó que el extremo a) del pedido 
de una recurrente consistente en que una entidad le informase si había 
requerido unas órdenes de compra, debía ser interpretado en la forma que 
le posibilite la obtención de la información solicitada: 

 
“1. El objeto del presente proceso consiste en que se le proporcione a la 
recurrente la información que requirió mediante cartas de fechas 19 y 24 de 

enero de 2007, en donde solicita: a) que la demandada le informe si requirió 

las órdenes de compra 4500711358, 4500720014, 4500720037, 
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4500724375 y 45738927, expedidas por la empresa Arkanita Tours. E.I.R.L 

(…) 
5. (…) tiene el Juez Constitucional el deber de enmendar el petitorio de la 
demanda cuando éste ha sido erróneamente formulado o expuesto en forma 

ambigua u obscura. 

6. En este sentido, este Tribunal entiende que el extremo del petitorio signado 

con el literal “a)” del primer fundamento de la sentencia debe ser entendido 
como una solicitud de copias de toda la documentación relacionada a las 

órdenes de compra N° 4500711358, 4500720014, 4500720037, 4500724375 

y 4500738927 (…)”. 
 

En el mismo sentido, la Ley Modelo Interamericana sobre Acceso a la 
Información10 señala que toda persona encargada de la interpretación de 
dicha Ley, o de cualquier otro instrumento normativo que pueda afectar al 
derecho a la información, “deberá adoptar una interpretación razonable 
acerca del alcance y la naturaleza de la solicitud”11, asimismo establece que 

“la autoridad pública tiene la obligación de asistir al solicitante en relación con 

su solicitud y de responder a la solicitud en forma precisa y completa”12. 
 

En dicho contexto, el pedido de la recurrente puede interpretarse 
razonablemente como la información relativa a la resolución de inicio del 
procedimiento administrativo sancionador a la que hace referencia la entidad 
en la Carta N° D0000043-2019-DGDP//MC y cuya posesión reconoce. 

Sobre el particular, se aprecia de autos que la entidad ha omitido acreditar la 
existencia de una causal de excepción al ejercicio del derecho de acceso a 
la información pública contemplado en la Ley de Transparencia, conforme lo 
exige el Tribunal Constitucional en el Fundamento 13 de la sentencia recaída 
en el Expediente N° 2579-2003-HD/TC, en cuanto señala lo siguiente: 

 
“Como antes se ha mencionado, esta presunción de inconstitucionalidad se 
traduce en exigir del Estado y sus órganos la obligación de probar que existe 
un bien, principio o valor constitucionalmente relevante que justifique que se 
mantenga en reserva, secreto o confidencialidad la información pública 
solicitada y, a su vez, que sólo si se mantiene tal reserva se puede servir 
efectivamente al interés constitucional que la justifica. De manera que si el 
Estado no justifica la existencia del apremiante interés público para negar el 
acceso a la información, la presunción que recae sobre la norma o acto debe 
efectivizarse y confirmarse su inconstitucionalidad; y, consecuentemente, la 
carga de la prueba sobre la necesidad de mantener en reserva el acceso a 
la información ha de estar, exclusivamente, en manos del Estado”. 
(subrayado nuestro) 

 
En esa línea, atendiendo a que la entidad no ha acreditado que dicha 
documentación se encuentre protegida por alguna excepción al derecho de 
acceso a la información pública previsto por la Ley de Transparencia, la 

                                                 
10     Aprobado por el Consejo Permanente de la OEA con fecha 29 de abril de 2010. Información disponible en el siguiente 

enlace virtual: https://www.oas.org/dil/esp/CP-CAJP-2840-10_Corr1_esp.pdf (Consulta realizada el 31 de marzo de 
2020).  

11    Numeral “25. (1) La autoridad pública que reciba una solicitud deberá realizar una interpretación razonable acerca 
del alcance y la naturaleza de la solicitud”. 

12    Numeral “25. (2) En caso que la autoridad pública tenga dudas acerca del alcance o naturaleza de la información 
solicitada, deberá ponerse en contacto con el solicitante con el objetivo de clarificar lo solicitado. La autoridad pública 
tiene la obligación de asistir al solicitante en relación con su solicitud y de responder a la solicitud en forma precisa y 
completa”. 

https://www.oas.org/dil/esp/CP-CAJP-2840-10_Corr1_esp.pdf
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Presunción de Publicidad respecto del acceso a dicha documentación se 
encuentra plenamente vigente al no haber sido desvirtuada por la 
mencionada entidad. 
 
En consecuencia, considero que corresponde estimar el recurso de 
apelación en el presente extremo y ordenar a la entidad que proporcione la 
documentación pública requerida. 

Finalmente, es pertinente indicar que de conformidad con los artículos 30 y 35 del 
Reglamento de la Ley de Transparencia, en aplicación de la Ley N° 30057, Ley del 
Servicio Civil, corresponde a cada entidad determinar la responsabilidad en que 
eventualmente hubieran incurrido sus funcionarios y/o servidores por la comisión de 
presuntas conductas infractoras a las normas de transparencia y acceso a la información 
pública. 
 
Estando a lo expuesto, mi voto es porque se declare FUNDADO el recurso de apelación 
recaído en el Expediente N° 00369-2019-JUS/TTAIP interpuesto por CANVAR 
CONSTRUCTORA E INMOBILIARIA E.I.R.L., representada por Jervy César Barrios 
Jáuregui, contra la denegatoria por silencio administrativo negativo en el extremo 
vinculado al ítem 3) de la solicitud de acceso a la información pública presentada al 
MINISTERIO DE CULTURA el 26 de abril de 2019, con Expediente N° 17861-2019, 
relativo al acuerdo tomado para el inicio del procedimiento administrativo sancionador 
en su contra, de conformidad con la parte considerativa del presente voto; debiendo la 
entidad entregar la información pública solicitada por la recurrente, previo pago del costo 
de reproducción de ser el caso, y acreditar ante este Tribunal la entrega de dicha 
información en un plazo máximo de cinco (5) días hábiles. 
  
 
 

         
 

VANESSA ERIKA LUYO CRUZADO 
Vocal 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
























